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El presupuesto público es, sin lugar a duda, la 
herramienta de política pública más importante 
con que cuenta un gobierno para garantizar los 
derechos humanos, por lo que el seguimiento de su 
planeación, negociación, ejecución y fiscalización es 
fundamental desde un enfoque de ejercicio efectivo 
de derechos y combate a las desigualdades. 
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Introducción. 
Un presupuesto 
público para todas 
las personas



En un país como México, con 52 millo-
nes de personas en situación de pobreza y 
con niveles alarmantes de desigualdad so-
cioeconómica y de impunidad, el Estado 
debería jugar un papel central para mejo-
rar la vida de las personas. Por un lado, una 
de sus obligaciones es garantizar el ejerci-
cio efectivo de derechos; es decir, que los 
derechos económicos, sociales, culturales 
y ambientales no queden en letra muerta y 
sean una realidad para millones de perso-
nas. Por el otro, en un país con extremas des-
igualdades, es fundamental implementar 

políticas públicas efectivas que las com-
batan. De acuerdo con la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos (OCDE), México es el país miembro 
donde el Estado menos logra combatir la 
desigualdad económica. 

Desde el 1 de diciembre de 2018, el go-
bierno de López Obrador ha puesto el gasto 
federal en el centro de la discusión pública. 
La política de austeridad republicana del 
Estado, la revisión profunda de la forma en 
que se ha gastado históricamente el presu-
puesto federal, los cambios en la política 
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social y la relevancia del financiamiento de 
los órganos autónomos han sido puestos 
en la mira durante el último año, con una 
creciente polarización del debate público 
al respecto.

Sin embargo, los ingresos públicos han 
quedado fuera de la discusión desde el ini-
cio de esta administración, pese a las cre-
cientes obligaciones del Estado mexicano 
– como el servicio de la deuda, las pensio-
nes y las participaciones a estados y muni-
cipios – que imponen una creciente restric-
ción presupuestaria. En un contexto de caída 
de los ingresos públicos provenientes del 
petróleo, México tiene la recaudación de 
impuestos más baja entre los países de la 
OCDE y una de las más bajas de América 
Latina con respecto al tamaño de la eco-
nomía nacional: en 2019, se espera que los 
ingresos tributarios del gobierno federal 
representen apenas 13.3% del producto 
interno bruto mexicano.

Por ello, en el marco de la discusión del 
Paquete Económico 2020 que se llevará a 
cabo en los próximos meses, desde Fun-
dar presentamos una serie de propuestas 
– tanto del lado de los ingresos como del 
gasto público – basadas en evidencia ge-
nerada en nuestros proyectos de investi-
gación, para que el presupuesto público 
federal ponga a las personas en el centro 
de las decisiones y para contar con mayor 
disponibilidad y calidad de información 
pública para el diseño y evaluación de las 
políticas fiscales. 

En términos generales, consideramos 
esencial que en el Presupuesto de Egresos 
de la Federación 2020 se garantice un fi-
nanciamiento adecuado de las institucio-
nes del Estado que se encargan de la provi-
sión de servicios públicos y de la garantía 
de derechos, a fin de que complementen 
los programas de transferencias moneta-
rias que el actual gobierno federal ha pro-
puesto como prioritarios. Sólo así podrá 

garantizarse el acceso y ejercicio efectivo 
de derechos más allá de la ley.

En concreto, proponemos que las rea-
signaciones y ahorros presupuestarios se 
destinen al gasto social; es decir, a pro-
tección social, educación, salud, vivienda, 
protección del medio ambiente y cultura. 
En la agenda de género específicamente, 
planteamos que se debe garantizar el 
financiamiento adecuado tanto de los re-
fugios para mujeres víctimas de violencia, 
como de las alertas de violencia de género, 
y que debe revisarse el modelo de distri-
bución de recursos a estados y municipios.

Sobre la defensa de tierra y territorio 
y la protección al ambiente, proponemos 
que no se destine un solo peso de dinero 
público al financiamiento de proyectos de 
inversión que utilicen la técnica de fractu-
ra hidráulica, conocida como fracking, por 
sus implicaciones para el medio ambiente 
y la lucha contra la crisis climática.

Además, consideramos fundamental 
fortalecer el presupuesto público destina-
do tanto a la búsqueda en vida de perso-
nas desaparecidas como a algunas de las 
instituciones que forman parte del Siste-
ma Nacional Anticorrupción. Aunque en 
ambos casos cuentan con asignaciones 
presupuestarias, éstas resultan insuficien-
tes para hacer frente a las labores que rea-
lizan, cada una en su campo de acción.

Por otra parte, proponemos una po-
lítica tributaria dirigida al combate de 
las desigualdades. Nuestro sistema fiscal 
otorga una serie de privilegios fiscales que 
se concentran en unas pocas manos, por lo 
que es fundamental revisar y reducir los 
beneficios fiscales a las personas físi-
cas más ricas, por medio del límite global 
de deducciones.

Por último, ponemos sobre la mesa dos 
medidas que impulsan una mayor disponi-
bilidad y mejor calidad de la información 
pública para el diseño y evaluación de la 
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política fiscal. Por un lado, proponemos 
que las recientes políticas de transparencia 
tributaria del programa SAT Más Abierto 
se regulen de manera adecuada para garan-
tizar su permanencia y mejorar su utilidad. 
Por el otro, proponemos que el presupues-
to de este año considere el financiamiento 
adecuado para el levantamiento y procesa-
miento del 9° Censo Agrícola, Ganadero y 
Forestal, pendiente desde el año 2017. 

Realizamos esta serie de planteamien-
tos y propuestas de política pública, con-
vencidos de la necesidad de que tanto el 
PEF 2020 como la Ley de Ingresos incluyan 
previsiones que tengan el potencial de for-
talecer el papel del Estado en el combate 
a las desigualdades y en el financiamien-
to adecuado de los derechos de mexicanas 
y mexicanos. Es momento de poner a 
todas las personas y a las poblacio-
nes históricamente excluidas en el 
centro del presupuesto público. 
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¿Qué proponemos?
Garantizar que las adecuaciones presupuestarias y los ahorros que se obten-
gan por la austeridad y la disciplina financiera se redireccionen sobre todo al 
cumplimiento de metas y objetivos de los programas asociados al desarrollo 
social, y se informe de ello de manera desagregada y oportuna. 

Garantizar la 
inversión social con 
las reasignaciones 
y ahorros 
presupuestarios
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¿Por qué es 
importante?

En el transcurso del sexenio de Enrique 
Peña Nieto se implementaron medidas 
de austeridad y disciplina financiera con 
base en recortes presupuestarios, que en 
parte se hicieron sobre sectores priorita-
rios como salud, desarrollo social y me-
dio ambiente, lo que afectó directamente 
el bienestar de las personas. Por ejem-
plo, en el año 2017, las Secretarías de Sa-
lud, Desarrollo Social y Medio Ambiente 
tuvieron recortes de 9, 7 y 11%, respec-
tivamente, en su presupuesto, mientras 
que se veía un sobregasto constante por 
arriba del 50% en rubros como la publi-
cidad oficial.  De igual manera, en los pri-
meros meses del actual gobierno federal 
se anunciaron–por medio de una serie de 
memoranda– medidas de austeridad con-
sistentes en recortes presupuestarios. Si 

bien la mayoría de éstos incidieron en/re-
dujeron sueldos y gastos administrativos, 
algunas áreas han sufrido pérdidas que 
pueden afectar el pleno ejercicio de los 
derechos de la población.

Dadas sus obligaciones internaciona-
les, el gobierno mexicano debe hacer todo 
lo posible por movilizar recursos públicos 
con el fin de garantizar fondos disponi-
bles para realizar progresivamente los de-
rechos económicos, sociales, culturales y 
ambientales, lo que supone no reducir el 
presupuesto aprobado para tales fines. Sin 
embargo, el presupuesto originalmente 
asignado suele sufrir modificaciones me-
diante adecuaciones presupuestarias y de 
reasignación de los ahorros obtenidos. És-
tas no siempre se destinan a garantizar el 
ejercicio de los derechos humanos.
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¿Cómo se 
debería hacer?

Por un lado, la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) 
considera la posibilidad de efectuar ade-
cuaciones presupuestarias, las cuales son 
modificaciones al Presupuesto de Egre-
sos de la Federación que se llevan a cabo 
durante casi todo el año fiscal – del 1 de 
enero al 20 de diciembre. De acuerdo con 
dicha Ley, estas adecuaciones se traducen 
en ampliaciones o reducciones de recur-
sos, que pueden hacerse siempre y cuan-
do permitan un mejor cumplimiento de 

las metas y objetivos de los programas de 
las dependencias y entidades. 

Uno de los objetivos principales de 
esta administración en la elaboración del 
Presupuesto de Egresos 2019 fue soste-
ner un presupuesto responsable con base 
en el uso adecuado de los recursos públi-
cos, manteniendo criterios de austeridad y 
ahorro, es decir, generar certidumbre en el 
gasto. Como se observa en la Gráfica 1, los 
datos del informe del segundo trimestre de 
2019, donde el Ejecutivo Federal informa 
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al Congreso de la Unión el avance al gas-
to, confirman que esto se ha realizado de 
manera cabal con apenas el 0.29 % de los 
recursos totales reasignados. Esto se tra-
duciría en un ejercicio del gasto confiable 
y responsable, pero cabe preguntar: ¿es-
tas modificaciones se han dirigido a cum-
plir las metas y objetivos del gasto social? 
La respuesta más fidedigna la podremos 
conocer cuando se publique la Cuenta 
Pública. No obstante, el segundo infor-
me trimestral de 2019 señala que el sec-
tor energético ha sido el más beneficiado, 
como se muestra más adelante.  

En la administración de Enrique Peña 
Nieto, las cuentas públicas de 2013 a 

Al mismo tiempo, durante el gobierno de 
Peña Nieto, se realizaron reducciones sis-
temáticas en el marco del presupuesto 
modificado de medio año, para los Ane-
xos Transversales de Desarrollo Integral 
de los Pueblos y Comunidades Indígenas 
(25,459 millones) y Atención de Grupos 
Vulnerables (21,934 millones), aun cuando 
el último párrafo del artículo 58 de la Ley 

2018 muestran que las principales ade-
cuaciones presupuestarias favorecieron 
al sector energético, particularmente a 
Petróleos Mexicanos (PEMEX) y a la Co-
misión Federal de Electricidad (CFE), cuyo 
monto reasignado durante todo el sexe-
nio asciende a 784,045 millones de pesos, 
donde el 53 % corresponde a la CFE y el 
47 % a PEMEX. En los primeros seis me-
ses del gobierno de Andrés Manuel López 
Obrador, las principales adecuaciones se 
realizaron a la Comisión Reguladora de 
Energía (CRE) con un ajuste de 211 % (524 
millones de pesos) y a la Comisión Nacio-
nal de Hidrocarburos (CNH), con 167 % 
(359 millones).

Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria establece que no podrán 
realizarse reducciones a dichos anexos. La 
disminución a medio año del presupuesto 
del Anexo a Pueblos Indígenas para 2019 
no fue la excepción –a pesar del cambio 
de gobierno– y vuelve a tener un recorte 
del 1.40 % sobre los 88,606 millones ori-
ginalmente aprobados, aun cuando el 
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presidente López Obrador ha apostado al 
desarrollo de los pueblos indígenas. 

Por otro lado, los ahorros presupues-
tarios son los remanentes de recursos del 
presupuesto modificado una vez que se 
han cumplido las metas. Durante la pa-
sada administración se estableció una 
política de austeridad presupuestaria 
y disciplina financiera, a través de un 
decreto y del mismo Plan Nacional de 
Desarrollo (PND). Aunque una de las con-
sideraciones para aplicar dicha política de 
austeridad planteaba la necesidad de reo-
rientar los recursos públicos hacia la aten-
ción integral de los principales problemas 
que aquejan al país, el esfuerzo por redu-
cir el gasto burocrático y lograr metas de 
consolidación fiscal se quedó corto, pues 
los recortes se realizaron a costa de ramos 
relacionados con el gasto social en lugar 
de efectuarlos en el gasto de gobierno, 
como ya ha se mencionado. 

Los ahorros generados por la pasada 
administración ascendieron a 23,580 mi-
llones de pesos, donde el mayor ahorro 
fue en servicios personales (15,727 mi-
llones), como muestra la Gráfica 2. Estos 
debieron destinarse a los programas prio-
ritarios de cada ejecutor de gasto que los 

generó y en concordancia con el Plan Na-
cional de Desarrollo. Sin embargo, se des-
conoce el detalle del uso y aplicación de 
dichos ahorros.

En cuanto al primer semestre del ac-
tual gobierno, se obtuvieron ahorros de la 
APF por 199 millones, de los cuales sólo 
medio millón fue por servicios persona-
les y el resto por gastos de operación. Si 
bien la Secretaría de Hacienda publicó, a 
través de su cuenta de Twitter, una tabla 
que mostraba el desglose de los ahorros 
de la APF por 113,000 millones de pesos, 
gracias a la política de austeridad republi-
cana, la realidad es que el avance del gasto 
de la SHCP al segundo trimestre reporta 
una cantidad 99 % menor. Esto se podría 
explicar debido a que el poder legislativo 
aún no ha aprobado la Ley Federal de Aus-
teridad Republicana del Estado, que bus-
ca regular el control del gasto innecesa-
rio, y la Secretaría de Hacienda sólo está 
sujeta a lo establecido en el Capítulo IV 
sobre Austeridad y Disciplina Presupues-
taria de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, que tiene 
por objeto reglamentar la programación, 
asignación, ejecución y evaluación de los 
recursos públicos.
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¿Qué proponemos?
Que la Secretaría de Gobernación a través de la Comisión Nacional para Preve-
nir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM) modifique el modelo 
de distribución de los recursos federales que actualmente implementa, a fin de 
que se garantice financiamiento adecuado para los 295 municipios de 18 enti-
dades del país que tienen una Alerta de Violencia de Género.

Modificar la 
distribución de 
recursos para 
las Alertas de 
Violencia de 
Género
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¿Por qué es 
importante?

La violencia hacia las mujeres persiste como 
una violación generalizada de los derechos 
humanos y es uno de los obstáculos prin-
cipales para lograr la igualdad entre hom-
bres y mujeres. Según INEGI, al menos 6 de 
cada 10 mujeres mexicanas han enfrentado 
un incidente de violencia, ya sea física, eco-
nómica, psicológica o sexual. La forma más 
extrema de violencia hacia las mujeres es el 
feminicidio. Según cifras del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, este año se han registrado en-
tre 70 y 75 averiguaciones previas o carpe-
tas de investigación por feminicidio al mes.

La Ley General de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia establece las 

obligaciones de coordinación entre las au-
toridades en sus tres niveles de gobierno 
para garantizar el derecho de las mujeres a 
vivir sin violencia. Una de las aportaciones 
más importantes de esta ley es el estableci-
miento de mecanismos de protección para 
las mujeres que sufren violencia, entre las 
que destacan el mecanismo de Alerta de 
Violencia de Género contra las Mujeres. De 
2015 a la fecha se han presentado 27 solici-
tudes de alerta de igual número de entida-
des federativas del país, lo que representa 
el 84% del territorio nacional. Sin embargo, 
ésta sólo se ha declarado en 18 entidades, 
en un total de 295 municipios; mientras 
que en nueve casos no se ha declarado y en 
tres está en trámite.
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¿Cómo se 
debería hacer?

Actualmente la instancia encargada de 
emitir la declaratoria de Alerta de Violen-
cia de Género es la Secretaría de Goberna-
ción a través de la Comisión Nacional para 
Prevenir y Erradicar la Violencia Contra las 
Mujeres (CONAVIM). Una vez que se decla-
ra la AVGCM, las entidades y los municipios 
deben implementar las acciones preventi-
vas, de seguridad y justicia, necesarias para 
enfrentar y abatir la violencia feminicida en 
los territorios bajo alerta. Estas acciones se 
financian con recursos federales, estatales 
y municipales.

En el caso de los recursos federales, los 
recursos están etiquetados en el Anexo 13 

“Erogaciones para la igualdad entre muje-
res y hombres”, como recursos transferibles 
a estados y municipios para la implemen-
tación de medidas que atiendan a los que 
cuenten con la Declaratoria de Alerta de 
Violencia de Género. Estos recursos se han 
incrementado año con año, al pasar de 49.9 
millones de pesos en 2015 a 219.9 millones 
en 2019. Sin embargo, los recursos no son 
suficientes y no todas las entidades que es-
tán bajo alerta han podido acceder a ellos. 
Para 2019, sólo 7 de 18 entidades que cuen-
tan con la alerta recibirán recursos federa-
les: Chiapas, Guerrero, Jalisco, Morelos, San 
Luis Potosí, Sinaloa y Zacatecas.
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La CONAVIM cada año lanza su convoca-
toria para que las entidades federativas pre-
senten proyectos para acceder al subsidio 
destinado a las acciones para las declara-
torias de AVGCM. Estos recursos no son 
suficientes y no todas las entidades que par-
ticipan en la convocatoria los reciben. Exis-
te un Comité de Evaluación de Proyectos 
para el otorgamiento de los recursos desti-
nados a las acciones de coadyuvancia para 
las Declaratorias de AVGCM en estados y 
municipios, que evalúa, autoriza, observa 
o niega los recursos, sobre todo por defi-

ciencias en los proyec-
tos presentados. 

Además, las 

entidades que reciben recursos no los ca-
nalizan a los municipios con AVGCM, lo 
que impide el diseño de acciones preven-
tivas, de seguridad y justicia a la medida de 
las necesidades de   cada uno.

Por ello, consideramos necesario que 
la CONAVIM garantice que habrá recur-
sos para los 295 municipios con AVGCM 
y modifique el actual modelo de distribu-
ción de los recursos, a fin de que los pro-
pios municipios accedan directamente a 
estos recursos. En este sentido, el Comité 
debe acompañar el proceso de revisión y 
evaluación de los proyectos, de modo que 
los municipios presenten buenos proyec-
tos y, en su caso, puedan ajustarlos en 
tiempo y forma. Además, la CONAVIM 
debe vigilar que los recursos de cada pro-
grama y/o subsidio para la Alerta de Vio-
lencia de Género se destinen a alcanzar 
sus objetivos, por lo que deben cumplir 
con criterios de transparencia y rendición 
de cuentas, además de ser fiscalizados de 
manera oportuna y adecuada tanto por 
controles ciudadanos como por la Audi-
toría Superior de la Federación.



GARANTIZAR 
RECURSOS 

PARA LOS 295 
MUNICIPIOS 

QUE CUENTAN 
CON ALERTA DE 

VIOLENCIA DE 
GÉNERO.
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¿Qué proponemos?
Que se fortalezca financieramente, por medio del etiquetado y la asignación 
adecuada de recursos públicos en el Presupuesto de Egresos de la Federación 
2020, la función de los refugios para mujeres víctimas de violencias y sus hijas 
e hijos, así como sus Centros de Atención Externa, a fin de garantizar su sos-
tenibilidad durante el año.

Financiar de 
manera adecuada 
los refugios para 
mujeres víctimas 
de violencia
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¿Por qué es 
importante?

La situación financiera de los Refugios 
se vio amenazada al inicio de la actual ad-
ministración con la emisión de la Circu-
lar No. 1 que señalaba que “no se trans-
fiera ningún recurso a ONG o sindicatos”. 
La mayoría de los refugios son Asociacio-
nes Civiles, en consecuencia, en febrero 
de 2019, se suspendió la Convocatoria Pú-
blica para la Asignación de Subsidios para 
la Prestación de Servicios de Refugio para 
Mujeres, sus Hijas e Hijos, que Viven Vio-
lencia Extrema y, en su Caso, a sus Centros 
de Atención Externa 2019. Además, tam-
bién se vieron comprometidos los recur-
sos del Programa de Coinversión Social y el 
Programa de Apoyo a las Instancias de las 
Mujeres en las Entidades Federativas (PAI-
MEF) a los que acceden los refugios, lo que 
los afectó de manera importante. Tras las 
presiones de organizaciones feministas por 
la suspensión de la convocatoria, la Secre-
taría de Salud, a través del Centro Nacional 
de Equidad de Género y Salud Reproducti-
va, la reactivó. Por ello, existe incertidum-
bre sobre la operación de los refugios dado 
el actual Modelo de Financiamiento, cuan-
do se trata de uno de los mecanismos que 
brinda atención especializada a las mujeres 
sobrevivientes de violencia extrema, desde 
una perspectiva de género y derechos 
humanos en el actual contexto de vio-
lencia feminicida.

Cerca del 90% del presupuesto público que 
financia la operación de aproximadamente 
60 refugios – tanto de organizaciones de 
la sociedad civil como gubernamentales – 
proviene de la Secretaria de Salud, instan-
cia que encabeza el modelo de atención 
previsto por la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
y que trabaja en coordinación con los re-
fugios para atender las violencias contra 
las mujeres.

Este financiamiento es anual, con mon-
tos cambiantes, y los 57 refugios tienen 
que presentar proyectos para acceder a 
una convocatoria pública, gestionada 
por el Centro Nacional de Equidad de 
Género y Salud Reproductiva, el cual se 
encarga de emitir los criterios de la con-
vocatoria, que cambian cada año. No 
obstante, este esquema de convocatoria 
pública no garantiza que todos los re-
fugios obtengan los recursos públicos 
necesarios para garantizar la sustentabi-
lidad de su operación y brindar los servi-
cios que cubran las necesidades básicas, 
como protección, alimentación, vestido, 
y de atención integral, como atención ju-
rídica, sicológica, médica, de formación. 
Cuando se aprueban los recursos para los 
refugios, éstos son ministrados con meses 
de retraso, lo que pone en riesgo la sus-
tentabilidad de estos espacios.
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acudieron a instituciones públicas en bus-
ca de ayuda valoran más la atención recibi-
da en los refugios de la sociedad civil que 
en la Policía, el Ministerio Público e inclu-
so en refugios de instituciones públicas.

Para el financiamiento adecuado de los 
refugios y sus centros de atención externa 
se requiere etiquetar recursos presupues-
tarios que cumplan con criterios de máxi-
ma disponibilidad de recursos y criterios 
de derechos humanos para que se otor-
guen servicios de protección y servicios 
especializados. El financiamiento federal 
para los refugios se muestra en la Gráfica 
3. Si bien muchos de éstos son operados 
por organizaciones de la sociedad civil, su 
papel es central para rehabilitar a las mu-
jeres de los impactos de la violencia extre-
ma o feminicida.

La situación de la violencia feminicida 
en nuestro país ha adquirido dimensiones 
alarmantes, con diez mujeres asesinadas al 
día –tres de ellas por feminicidio –, pese a 
la ex istencia de marcos normativos, po-
líticas públicas y diversos mecanismos. 
En ese contexto, los refugios se inscriben 
como instancias que contribuyen a evitar 
feminicidios, al brindar atención a las mu-
jeres, sus hijas e hijos que han sobrevivido 
violencia extrema.

Actualmente, existen 75 refugios y cen-
tros de atención externa para mujeres víc-
timas de violencias que forman parte de la 
Red Nacional de Refugios, que represen-
tan poco más del 50 % de los refugios 
existentes en México. De acuerdo con 
investigaciones de Fundar, las mujeres 
sobrevivientes de violencia extrema  que 

¿Cómo se 
debería hacer?



GARANTIZAR 
SOSTENIBILIDAD 
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PARA MUJERES 

VÍCTIMAS DE 
VIOLENCIAS 
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¿Qué proponemos?
Que el Congreso de la Unión y el Ejecutivo Federal no asignen recursos en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación 2020 a proyectos de inversión de Pe-
mex que requieran del uso de la fractura hidráulica (fracking) para el aprove-
chamiento de hidrocarburos no convencionales.

No destinar 
recursos públicos 
para el fracking
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¿Por qué es 
importante?

¿Cómo se 
debería hacer?

lado, se ha documentado que el fracking 
está inherentemente asociado a frecuen-
tes emisiones fugitivas de metano que 
contribuyen a acelerar la crisis climática.

Las afectaciones ambientales y sociales 
del fracking, a su vez, conducen a violacio-
nes a derechos humanos, principalmente 
económicos, sociales, culturales y ambien-
tales (DESCA), como el derecho al agua, a la 
salud, a la alimentación y a la vivienda ade-
cuadas, al medio ambiente sano y a la libre 
determinación de los pueblos.

La fractura hidráulica (o fracking) es una 
técnica de exploración y extracción de hi-
drocarburos de yacimientos no convencio-
nales que consiste en inyectar en los pozos 
perforados grandes volúmenes de agua a 
presión para romper las rocas de los yaci-
mientos poco permeables, donde están 
atrapados el gas y el petróleo. Se le consi-
dera como una técnica sumamente tóxica, 
pues la limpieza y reutilización del agua se 
vuelve sumamente compleja por la enor-
me cantidad de químicos usados. Por otro 

de reservas probables (con al menos 50 % 
de probabilidad de ser extraídas) y 7,678 
millones de barriles de reservas posibles 
(con al menos 10% de probabilidad de ser 
extraídas). Sin embargo, la probabilidad de 
extraerlas es baja por razones económicas 
y técnicas, por lo que, de lograrse, sería a 
un costo mayor al actual. Esto reduciría el 
margen de ingresos fiscales o la posibilidad 
de bajar el precio del combustible que, más 
allá de ser una promesa de la reforma ener-
gética, es un incentivo para el desarrollo de 
las actividades económicas.

Para poder acceder a estos recursos cada 
vez más escasos, la industria petrolera re-
quiere de técnicas de mejoramiento como 
el fracking. Sin embargo, el presidente 

México está en la etapa final de la era 
del petróleo. El país alcanzó su pico de pro-
ducción en 2004 y, desde entonces, no se 
ha logrado revertir esta caída. Entonces, 
Pemex producía un poco más de 3,400 mi-
llones de barriles; y en 2018, la producción 
fue de poco más de 1,800 millones de ba-
rriles diarios. Esto significa que, en los úl-
timos quince años, la producción petrolera 
casi se redujo a la mitad. Con esto, México 
ya agotó el 86 % de sus recursos petroleros. 
Al ritmo de la extracción actual, estas reser-
vas se agotarán en nueve años.

No obstante, a febrero de 2019 y de 
acuerdo con la Comisión Nacional de 
Hidrocarburos (CNH), México también 
contaba con 8,483 millones de barriles 



uso de fracking por tratarse de campos que 
incluyen yacimientos no convencionales: el 
“Proyecto Aceite y Gas en Lutitas” (3,351 mi-
llones de pesos) y el “Proyecto Aceite Tercia-
rio del Golfo” (3,253 millones de pesos).

En comparación con el PEF 2018, como 
muestra la Gráfica 4, hubo un aumento del 
30 %, pues al “Proyecto Aceite y Gas en Lu-
titas” se le asignaron 1,773 millones de pe-
sos y al “Proyecto Aceite Terciario del Golfo”, 
3,315 millones de pesos, para dar un total 
de 5,088 millones de pesos. Es decir, el PEF 
2019 les destinó 1,516 millones de pesos 
más que el PEF 2018.

ha adoptado metas de transición energética 
y de reducción de emisiones para combatir 
la crisis climática, pero seguimos adoptan-
do una estrategia energética centrada en el 
uso de combustibles fósiles. Así, el estado 
actual de la política climática del país indi-
ca que no cumpliremos la meta de reducir el 
30 % de nuestras emisiones de compuestos 
de efecto invernadero al 2020.

Los fenómenos climáticos extremos, que 
se han visto exacerbados por el fenómeno de 
la crisis climática son una realidad cada vez 
más apremiante, sobre todo en países como 
México, que es, de acuerdo con la ONU, 
altamente vulnerable a los efectos de este 
fenómeno. El gobierno mexicano debe avan-
zar hacia la transición energética y promover 
el uso de las energías limpias.

López Obrador se ha pronunciado en diver-
sas ocasiones en contra de esta práctica, 
reconociendo los impactos que tiene sobre 
las comunidades y el medio ambiente. Pri-
mero lo hizo como candidato a la presiden-
cia, luego en su toma de protesta y en sus 
100 compromisos declarados en el Zócalo, 
y después en conferencias matutinas y en 
visitas a localidades.

A pesar de la postura del Ejecutivo Fe-
deral, el PEF 2019 nos muestra que se le 
asignaron recursos – que suman más de 
6,603 millones de pesos – a dos proyec-
tos de inversión de Pemex que requieren el 

Esta divergencia entre las declaracio-
nes del Ejecutivo Federal en contra del 
fracking y el aumento de su presupuesto 
desde el Congreso obliga a poner atención 
a las seis iniciativas que distintos partidos 
han elaborado para la prohibición legal del 
fracking en México, tres en la Cámara de 
Diputados y tres en la de Senadores. A pe-
sar de que ninguna se ha discutido hasta 
ahora, es urgente este debate parlamenta-
rio para poder avanzar en el compromiso de 
prohibir el fracking. 

El problema con el modelo basado en 
energías fósiles en México no es sólo que 
ya no contemos con recursos públicos para 
mantenerlo, sino que, al depender de estos 
combustibles para obtener energía, se está 
contribuyendo a la crisis climática. El país 
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¿Qué proponemos?
Que se garantice una asignación presupuestaria adecuada para el Sistema Na-
cional de Búsqueda de Personas Desaparecidas, estableciendo con claridad la 
prioridad presupuestal de las labores de búsqueda en vida –sin descuidar el 
fortalecimiento de los sistemas forenses– para hacer frente a la crisis de desa-
pariciones en el país.

Financiar de 
manera adecuada 
la búsqueda en 
vida de personas 
desaparecidas
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¿Por qué es 
importante?

La búsqueda de personas desaparecidas 
tiene dos facetas: la búsqueda en vida y la 
identificación de personas en materia fo-
rense; aunque ambas son igualmente im-
portantes, las labores de búsqueda en vida 
representan la mayor esperanza de verdad 
y justicia para familiares de personas des-
aparecidas. En junio de 2019, durante la 
última reunión del Sistema Nacional de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas, se 
anunciaron medidas presupuestales por 
parte del Gobierno Federal para fortalecer 
los sistemas forenses – como Institutos 
Forenses Regionales, Cementerios Foren-
ses y Bancos de Datos Genéticos – por un 
total de 410 millones de pesos.

Sin lugar a duda, la creación de los Ins-
titutos Forenses, los Bancos Genéticos y 
los Cementerios Forenses es importante, 
pues éstos permitirán procesar la infor-
mación genética que permita la identifi-
cación de personas desaparecidas en el 
país. Sin embargo, las labores de bús-
queda en vida son también fundamen-
tales, pues dan esperanza y certezas pro-
cesales para los familiares de las personas 
desaparecidas sobre el actuar de las insti-
tuciones públicas.

México enfrenta una crisis de desapari-
ción de personas sin precedentes. Cifras 
oficiales de la Comisión Nacional de Bús-
queda de Personas estiman más de cuaren-
ta mil personas desaparecidas en el país 
desde inicios del 2007, lo que se ha tra-
ducido en una violación sistemática de los 
derechos de las víctimas en las búsquedas 
realizadas por parte de las instituciones 
de administración y procuración de jus-
ticia, así como de una emergencia foren-
se por el número insostenible de cuerpos 
sin identificar. Las labores de búsqueda 
se han visto fortalecidas normativamen-
te con la promulgación de la Ley General en 
Materia de Desaparición Forzada y Desapa-
rición cometida por parte de Particulares, 
y del Sistema Nacional de Búsqueda, apro-
bada en 2017 gracias a la articulación de 
colectivos de víctimas. De igual modo, la 
reinstalación del Sistema Nacional de Bús-
queda de Personas en marzo del presen-
te año significó una buena señal para las 
víctimas, pues, además de cumplir con el 
mandato de la Ley General, envió el men-
saje político de que se busca articular los 
esfuerzos institucionales para encontrar a 
las y los desaparecidos.
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¿Cómo se 
debería hacer?

mento de 120 millones de pesos, el pre-
supuesto de la Fiscalía presentó un descenso 
del 29 %, casi 7.4 millones de pesos menos 
que en 2018.

Durante la última reunión del informe de 
trabajo del Sistema Nacional de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas en junio de 2019, 
el Gobierno Federal anunció diez medidas 
inmediatas para el fortalecimiento de los 
sistemas forenses en el país, para lo cual 
destinó una bolsa de 400.8 millones de pe-
sos. De acuerdo con la versión estenográfi-
ca de dicha reunión, 120 millones de pesos 
provendrán de la Comisión Nacional de 
Búsqueda y 290 millones de pesos de re-
cursos federales.

Lo anterior es sumamente relevante pues, 
como se ha dicho, la creación de los Insti-
tutos Forenses, los Bancos Genéticos y la 
creación de Cementerios Forenses permiti-
rá el procesamiento de información genética 
que permita la identificación de personas 
desaparecidas en el país. 

De continuar con la actual distribución 
de recursos, las labores de búsqueda de 
personas desaparecidas serán de facto pri-
mordialmente forenses, o bien serán accio-
nes de búsqueda vinculadas a la Comisión 
Nacional de Búsqueda que no se traducirán 
en mecanismos de acceso a la justicia, por 

estar desvinculadas de la la-
bor emprendida por la Fisca-
lía Especializada.

Las labores de búsqueda en vida han teni-
do una disminución presupuestal significa-
tiva. La Fiscalía Especializada en la Búsque-
da,  Localización e Investigación de Personas 
Desaparecidas ha sido de las más perjudica-
das, pues ha tenido recortes en sus recur-
sos para personal –se transfirieron agentes 
de su Policía de Investigación a la Guardia 
Nacional–, además de recibir un incremen-
to presupuestal muy bajo. Mientras que la 

Comisión Nacional de Bús-
queda percibió un au-
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¿Qué proponemos?
Que el Congreso de la Unión y el Ejecutivo Federal no quiten recursos a las 
instituciones que pertenecen al Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), en 
particular al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales (INAI), a la Auditoría Superior de la Federación 
(ASF) y a la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción.

Mantener la 
sostenibilidad 
presupuestaria 
para el combate a 
la corrupción
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¿Por qué es 
importante?

¿Cómo se 
debería hacer?

como una prioridad para el actual gobier-
no federal, muchas de cuyas acciones has-
ta el momento han ido en ese sentido, des-
de la reforma constitucional que establece 
la corrupción como delito grave hasta el 
combate al robo de combustible, por citar 
sólo algunas. Por lo tanto, es recomenda-
ble que en el PEF 2020 se prevea la obli-
gación de incluir una asignación equiva-
lente al ejercicio anterior con el fin de que 
se asegure el desarrollo de las actividades 
sustantivas de estas instituciones.

La corrupción en México es regresiva pues 
afecta más a los que menos tienen. El Índi-
ce Nacional de Corrupción y Buen Gobier-
no señala que, en promedio, las familias 
mexicanas gastan 14 % de sus ingresos en 
actos de corrupción; sin embargo, esta ci-
fra aumenta a 33 % en familias que perci-
ben un salario mínimo. La corrupción es, 
entonces, un fenómeno extendido en Mé-
xico que preocupa mucho a la ciudadanía 
y que afecta la vida de las personas.

El combate a la corrupción se ha planteado 

En julio de 2016, se promulgaron sie-
te leyes para combatir la corrupción que 
materializaron en conjunto el Sistema 
Nacional Anticorrupción. Algunas de las 
instituciones más importantes del Siste-
ma son: la Auditoría Superior de la Fe-
deración que es el brazo técnico de la 
Cámara de Diputados que fiscaliza los 
recursos públicos federales. A lo largo 
de su operación ha generado informa-
ción relevante sobre casos de corrupción 
que se ve reflejada en la presentación de 
denuncias penales por los desvíos rela-
cionados con la Estafa Maestra y por el 
caso del ex gobernador Javier Duarte en 
Veracruz.

Como muestra la Gráfica 5, en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación 2019 
se previó un presupuesto total de 900 mi-
llones de pesos para el INAI, en compa-
ración con un presupuesto total de 1,141 
millones de pesos en 2018, lo que repre-
senta una reducción de 21.17 %. En tanto, 
la ASF tuvo una reducción de 0.59 %, que 
equivale a aproximadamente 13 millones 
de pesos. En cuanto a la Fiscalía Especia-
lizada en Combate a la Corrupción (antes 
Unidad Especializada en Investigación 
de Delitos Cometidos por Servidores Pú-
blicos), ésta tuvo una reducción de 17.56 
%. Por esto resulta relevante que no haya 
mayores recortes. 
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celados y condonados entre 2007 y 2013; 
o las más de 2 000 solicitudes hechas so-
bre la Estafa Maestra, dirigidas a 240 suje-
tos obligados, que hicieron posible que los 
periodistas cubrieran el caso. Por último, 
la Fiscalía Anticorrupción tiene bajo su 
cargo la investigación, prevención y per-
secución de los delitos en materia de co-
rrupción y fue recién creada en febrero 
de 2019.

El INAI tiene como mandato velar por 
los derechos de acceso a la información y 
de protección de datos personales. Este 
órgano garante asegura el funcionamiento 
de la principal herramienta que hace po-
sible evidenciar los casos de corrupción, 
la transparencia. Resolvió, por ejemplo, 
que el Servicio de Administración Tribu-
taria (SAT) diera a conocer los nombres de 
los beneficiarios de créditos fiscales can-



ASIGNAR 
RECURSOS 

PARA 
GARANTIZAR 

UNA POLÍTICA 
DE ESTADO QUE 
COMBATA A LA 

CORRUPCIÓN.



            UN PRESUPUESTO PÚBLICO PARA TODAS LAS PERSONAS30

07

¿Qué proponemos?
Reducir a un máximo de cuarenta mil pesos las deducciones de las personas fí-
sicas más ricas. 

Reducir los 
beneficios fiscales 
de las personas 
físicas más ricas
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¿Por qué es 
importante?

de calcular sus impuestos, sólo pueden res-
tar de sus ingresos el monto que sea menor 
entre el 15 % del total de sus ingresos bru-
tos y 5 UMA anuales (en 2019, aproxima-
damente 154 mil pesos). 

Alrededor de las deducciones persona-
les existen diversos problemas, como:
•	 Pérdida recaudatoria para el gobier-

no. En 2020, las deducciones persona-
les sujetas a un límite global significarán 
para el gobierno una pérdida de recursos 
de 19,739 millones de pesos. Este monto 
representa casi el doble de los recursos 
destinados en el año 2019 a Producción 
para el Bienestar, el principal programa 
de apoyo al campo.

•	  En 2017, la pérdida recaudatoria ascen-
dió a 20,221 millones de pesos. De este 
monto, el 10 % de los contribuyentes 
más ricos concentraron 15,977 millones 
de pesos (81%), mientras que el 10% de 
los contribuyentes con menos recursos, 
sólo concentraron el 0.02 %. 

•	 Beneficios fiscales para los hom-
bres. En 2017, en las deducciones de in-
tereses reales de créditos hipotecarios, 
gastos de transporte escolar y primas de 
seguros de gastos médicos, los hombres 
fueron los principales beneficiarios.

Los contribuyentes que pagan un seguro 
privado de gastos médicos o los intereses de 
su crédito hipotecario pueden deducir es-
tos gastos al momento de pagar el Impuesto 
Sobre la Renta (ISR). Esto significa que, del 
monto total de sus ingresos, pueden restar 
sus gastos en estos conceptos y sobre este 
nuevo monto calcular su ISR. A este tipo de 
gastos se les llama deducciones personales.

Ingresos – Deducciones persona-
les (Gastos) = Ingresos sobre los que se 
calcula el ISR

Las deducciones personales son benefi-
cios que otorga el Estado para alcanzar di-
versos objetivos económicos o sociales. Al 
igual que otro tipo de beneficios estatales 
–como subsidios y becas educativas–, este 
tipo de deducciones cuestan recursos pú-
blicos pues, si no existieran, el gobierno re-
caudaría lo que deducen las personas. Según 
la SCHP, entre 2003 y 2017 el monto de las 
deducciones personales que declararon los 
contribuyentes creció alrededor de 229 % en 
términos reales.

Nuestro sistema tributario contempla 
diez tipos de gastos que las personas físicas 
pueden deducir, y cinco de éstos están su-
jetos a un límite global. Este límite global 
implica que las personas físicas, al momento 
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¿Cómo se 
debería hacer?

Las personas del decil más rico deberían 
deducir como proporción del límite global, 
un porcentaje similar al de las personas del 
decil más pobre. Para lograr esto, el tope de 
5 UMA anuales debe aproximarse al mon-
to promedio que deducen las personas del 
decil 10, lo cual en 2017 significó 1.3 UMA 
anuales. Por otro lado, se estima que no es 
necesario reducir de 15 % a 10 % el límite 
global según los ingresos de los contribu-
yentes, pues lo indispensable es acotar el 
factor que limita las deducciones prome-
dio del decil de mayores ingresos, es decir, 
la cantidad de UMA anuales.1

El límite global vigente sólo funciona para 
restringir las deducciones de las personas de 
menores ingresos, como ilustra la Gráfica 6. 
En promedio, las personas del decil I (el 
10 % de los contribuyentes con menos in-
gresos) deducen el 83 % del límite permiti-
do, mientras que las personas del decil con 
mayores ingresos apenas deducen el 20.9 % 
de su límite. En otras palabras, el límite glo-
bal afecta los montos que deducen las per-
sonas con menos ingresos, pero no impacta 
de manera significativa en las deducciones 
de los más ricos, quienes concentran el 83 % 
de las deducciones personales. 

1Los límites promedios de 2017 y las deducciones promedio según deciles de ingresos fueron recuperados del Presupuesto 
de Gastos Fiscales 2019. 
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¿Qué proponemos?
Que se regule la transparencia tributaria de las declaraciones de personas fí-
sicas y morales del Impuesto Sobre la Renta, conocido como el programa SAT 
Más Abierto, por medio de reformas al Código Fiscal de la Federación.

Garantizar la 
transparencia 
tributaria de las 
declaraciones 
de ISR
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¿Por qué es 
importante?

como sobre los beneficios fiscales otorga-
dos. Gracias a ellas podemos conocer, por 
ejemplo, la diferencia entre la tasa media 
legal –la que indica la ley– y la tasa media 
efectiva –la que en realidad se paga– del 
impuesto sobre la renta para el 10 % de la 
población con mayores ingresos, tal como 
ilustra la Gráfica 7. En 2015, a pesar de que 
el 1 % con mayores ingresos en México de-
bió haber pagado una tasa cercana al 35 %, 
apenas causó el 18 %.2 

Sin embargo, la permanencia del programa 
SAT más Abierto se sostiene únicamente 
con base en el artículo 19 Transitorio de 
la Ley de Ingresos de la Federación para el 
ejercicio fiscal 2017, que estipula que la 
publicación de dichos datos se realice de 
manera bianual.

La creciente evidencia empírica sobre las 
desigualdades económicas ha sido acce-
sible gracias a la apertura de información 
tributaria por parte de los gobiernos na-
cionales. Por ello, a fin de producir evi-
dencia confiable alrededor de la política 
tributaria, se ha vuelto cada vez más crí-
tico combinar diferentes fuentes de datos 
de una manera consistente, en particular 
los datos individuales sobre impuestos 
sobre la renta.

En el caso mexicano, el programa SAT 
Más Abierto pone a disposición del público 
información desagregada e individualizada 
sobre las declaraciones anuales de perso-
nas físicas y morales. Estas bases de datos 
ofrecen información anonimizada tanto so-
bre las declaraciones anuales y los ingresos, 

2Descarga el código de R para analizar las bases de SAT Más Abierto dando clic aquí

https://fundar-my.sharepoint.com/personal/ivan_fundar_org_mx/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Fivan%5Ffundar%5Forg%5Fmx%2FDocuments%2FSAT%202015%2FScript%2Fscript%5F2015SAT%2Etxt&parent=%2Fpersonal%2Fivan%5Ffundar%5Forg%5Fmx%2FDocuments%2FSAT%202015%2FScript
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¿Cómo se 
debería hacer?

variables categóricas de todos los contri-
buyentes que permitan identificar atri-
butos socioeconómicos, tales como sexo, 
región de residencia, régimen fiscal, entre 
otros.

Además, este ejercicio podría mejorarse 
si las bases de datos desagregaran los gastos 
fiscales que perciben las personas que pre-
sentan su declaración anual de ingresos. Pu-
blicar a detalle los gastos fiscales permitiría 
contrastar las estimaciones de la SHCP con-
tenidas en el Presupuesto de Gastos Fisca-
les.  Aunque las bases actuales incluyen cier-
tos gastos fiscales, no desglosan cada gasto 
fiscal declarado por el contribuyente. Por 
ejemplo, de acuerdo con las estimaciones de 
Fundar, en caso de individualizar cada gasto 
fiscal, sería posible analizar la distribución 
de 58  gastos fiscales de 2017 (48.3 %) con-
tenidos en el Presupuesto de Gastos Fiscales 
de dicho periodo, en vez de sólo los 24 gastos 
fiscales que se reportan actualmente.

La regulación adecuada del programa SAT 
Más Abierto debería realizarse por medio 
de modificaciones al Código Fiscal de la 
Federación, a fin de que se garantice la pu-
blicación y actualización de las bases de 
datos correspondientes al menos una vez 
al año y no con periodicidad bianual.

Por otra parte, se debe realizar una re-
visión a la metodología utilizada para ano-
nimizar la base –lo que impide identificar 
contribuyentes específicos–, a fin de que 
no se alteren los registros individuales. A 
esto se suma la importancia de no eliminar 
valores atípicos, especialmente aquellos que 
pertenecen a las personas contribuyentes 
con mayores ingresos. De esta manera, será 

posible analizar las extremas 
desigualdades de ingre-

so con información 
completa. Además, 

cada registro de-
bería incluir 



REGULAR EL 
PROGRAMA SAT 

MÁS ABIERTO, 
GARANTIZAR SU 

PERMANENCIA 
Y MEJORAR LA 
INFORMACIÓN 

QUE BRINDA. 



            UN PRESUPUESTO PÚBLICO PARA TODAS LAS PERSONAS38

09

¿Qué proponemos?
Que el Congreso de la Unión y/o el Ejecutivo Federal asignen los 2,500 millo-
nes de pesos que el INEGI requiere para la elaboración del 9° Censo Agrícola, 
Ganadero y Forestal en 2020. Con ello, se podrá conocer la situación actual de 
las campesinas y campesinos en México.

Financiar el 9° 
Censo Agrícola, 
Ganadero y 
Forestal
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¿Por qué es 
importante?

¿Cómo se 
debería hacer?

biese sido alrededor de 2,500 millones 
de pesos”.

La importancia de contar con un Cen-
so Agrícola actualizado es indudable para 
el correcto diseño de políticas públicas di-
rigidas al sector rural. Nos proporciona una 
imagen completa de la situación estructu-
ral del campo mexicano. Por tanto, al no 
contar con este instrumento actualizado, 
estamos diseñando e implementando polí-
ticas públicas para el campo sin saber real-
mente qué tipo de estrategias apoyan y be-
nefician de mejor manera a este sector.

Nuestro país carece de información ac-
tualizada del sector agropecuario y fo-
restal desde el año 2007. En el año 2017 
se debió haber levantado el 9° Censo 
Agrícola, Ganadero y Forestal y hasta 
este momento no se ha hecho. Según 
una solicitud de información a la Unidad 
de Transparencia del INEGI, “no se contó 
[entonces] con los recursos necesarios 
para hacer el levantamiento de informa-
ción, por lo que no pudo llevarse a cabo; 
no obstante, en caso de haberse realiza-
do, el monto aproximado requerido hu-

plementación, monitoreo y evaluación. Le-
vantar el 9° Censo Agrícola, Ganadero y Fo-
restal en 2020 es, entonces, indispensable.

El Censo Agrícola, Ganadero y Forestal 
es un instrumento que permite obtener in-
formación sobre el sector agropecuario y 
forestal de todo el país, analizando todas 
las unidades de producción, identificando 
las características básicas de cada una de 
las campesinas y campesinos, y dándonos 
así una imagen completa de la situación 
estructural del campo mexicano. Se ha rea-
lizado desde 1930 con una periodicidad de-
cenal, siendo el último en el año 2007.

Pese a algunos esfuerzos del INEGI por 
contar con datos estadísticos del sector, 

La nueva administración federal se ha 
comprometido a rescatar el campo mexica-
no, a revertir la injusticia social y a impul-
sar una agricultura incluyente, sostenible 
y equitativa. En la narrativa del presiden-
te López Obrador y en algunos programas 
dirigidos a campesinas y campesinos, es-
pecialmente los cuatro programas priorita-
rios de reciente creación que representan 
cerca de un tercio del total del presupues-
to para la agricultura y el desarrollo social, 
se observa una priorización de las políticas 
públicas de atención al sector rural. Por 
ello, el Proyecto Nacional de Transforma-
ción del Campo requiere de datos oficiales 
actualizados para su correcto diseño, im-
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Por ello, se requiere un financiamiento 
adecuado para su levantamiento y proce-
samiento, a fin de contar con información 
relevante y oportuna para diseñar una de 
las políticas centrales de la nueva adminis-
tración federal. 

sin la realización de este censo no es po-
sible conocer a profundidad las caracterís-
ticas y necesidades de la población rural, 
en particular de los sectores más margina-
dos. De igual manera, no se pueden evaluar 
las acciones de la administración pública y 
su rol como garante de derechos humanos. 



GARANTIZAR 
PRESUPUESTO 

PARA EL 9° CENSO 
AGRÍCOLA, 

GANADERO Y 
FORESTAL PARA 

CONOCER LA 
SITUACIÓN ACTUAL 

DE LAS PERSONAS 
DEDICADAS A LAS 

TAREAS DEL CAMPO.


